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En este artículo, el autor se sirve de un caso concreto –objeto de 
pronunciamiento por parte del Tribunal del Servicio Civil– para 

analizar la aplicación del principio de inmediatez, en los casos de em-
pleados públicos a los cuales se imputa haber incurrido en una falta 
disciplinaria; diferenciando las etapas cognitiva y volitiva, así como 
la pertinencia de dicho principio, según el régimen laboral al que esté 
sujeto el empleado.
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LA VULNERACIÓN DEL PRINCIPIO 
DE INMEDIATEZ EN SU DIMENSIÓN COGNITIVA

Cuando las entidades retardan la instauración 
del procedimiento administrativo(*)
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I. INTRODUCCIÓN

En la sesión Nº 8 del mes de fe-
brero del presente año, la Segun-
da Sala del Tribunal del Servicio 
Civil ha expedido la Resolución 
Nº 00231-2015-SERVIR/TSC-Se-
gunda Sala(1), pronunciándose so-
bre un tema relevante para los ser-
vidores públicos bajo el régimen 
de la actividad privada: la vigencia 
efectiva del principio de inmediatez 
en su vertiente cognitiva. En efec-
to, dejar transcurrir el tiempo para 
la instauración del procedimiento 
administrativo disciplinario, a pe-
sar que el órgano competente para 
iniciarlo conoce de la falta que lo 
sustentaría, implica que se aplica 
automáticamente el principio de in-
mediatez; lo que tiene como con-
secuencia, en tal caso, el perdón u 
olvido de la falta disciplinaria por 
parte del Estado-Empleador hacia 
el servidor público.

En el presente artículo, analizare-
mos el pronunciamiento que tuvo 
el Tribunal del Servicio Civil en un 
caso como el descrito, explicando 
la institución del principio de in-
mediatez en sus dos vertientes: el 
proceso de cognición y el proceso 
volutivo.

II. ANTECEDENTES DEL CASO

En cuanto a los hechos, cabe men-
cionar los siguientes:

a) El 26 de abril de 2012 la Agen-
cia de Resguardo y Seguridad 
del Módulo Penal de Justicia de 
la Corte Superior de Justicia de 
Amazonas del Poder Judicial 
(en adelante, la entidad) puso 
en conocimiento de la Oficina 
de Administración de la misma, 
que dos trabajadoras que labo-
ran en la mesa de partes de la 
misma fueron sorprendidas –a 
la hora de salida– con un sobre 
manila, que contenía fotocopias 
de resoluciones recaídos en un 
expediente penal.

b) Posteriormente, la relatora de la 
Sala Penal (en quién finalmen-
te recayó la responsabilidad ad-
ministrativa, por lo que la lla-
maremos la apelante), fue citada 
por la Oficina de Administra-
ción para responder sobre por 
qué las trabajadores de mesa de 
partes tenían en su poder dichas 
fotocopias, ya que dicho descui-
do constituía en falta disciplina-
ria tipificada en el Reglamento 
Interno de la Entidad.

c) Efectuadas las investigaciones 
del caso, con fecha 3 de julio 
de 2012 se inició procedimien-
to administrativo disciplinario 
contra la apelante, por haber in-
fringido sus obligaciones como 

(*) Artículo dedicado a la memoria del Dr. Genaro Matute Mejía.
(1) Publicada el 18 de febrero de 2015, en la página web del Tribunal del Servicio Civil. Ver el siguiente enlace: 

<http://fi les.servir.gob.pe/WWW/fi les/Tribunal/2015/Sala2/Res_00231-2015-SERVIR-TSC-Segunda_Sala.
pdf>.
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En aplicación 
del principio de 
inmediatez, tanto 
el empleador como 
el trabajador deben 
comunicarse, sin 
mayor intervalo de 
tiempo, los actos que 
impliquen violación 
de sus derechos u 
obligaciones laborales; 
caso contrario, se ha 
producido el olvido de 
los hechos ocurridos.

trabajadora de la Entidad. Así, 
en el entendido que había co-
metido falta disciplinaria, se le 
concedió un plazo de 6 días na-
turales, para que presente los 
descargos respectivos.

d) El 14 de setiembre de 2012 la 
apelante presentó su descargo, 
manifestando que las fotoco-
pias que llevaban consigo las 
trabajadoras de la mesa de par-
tes de la entidad, en el sobre 
que se les encontró, eran de un 
expediente que ya había sido 
devuelto a su juzgado de ori-
gen; por lo que las fotocopias 
encontradas no representaba 
riesgo alguno.

e) Finalmente, con fecha 24 de 
setiembre del mismo año, 
la Oficina de Administración 
de la entidad expidió una re-
solución, imponiendo la me-
dida disciplinaria de amo-
nestación escrita contra la 
apelante, por haberse acredi-
tado que se produjeron los he-
chos investigados.

f) No encontrándose conforme 
con la citada resolución, la ape-
lante interpuso recurso de apela-
ción contra la misma, alegando 
precisamente la vulneración del 
principio de inmediatez.

III.  EL PRINCIPIO DE 
INMEDIATEZ

1. Consideraciones generales

En el marco normativo del Dere-
cho Laboral, encontramos diversos 
principios, como los siguientes(2):

• Principio protector o tuitivo.

• Principio de la primacía de la 
realidad.

• Principio de irrenunciabilidad 
de derechos.

• Principio de igualdad ante la 
ley, de trato y de oportunidades.

• Principio de razonabilidad y 
proporcionalidad.

• Principio de interpretación 
de normas legales, en virtud 
del cual en caso de una duda 

insalvable, debe preferirse la 
interpretación más favorable 
al trabajador (lo que se conoce 
como in dubio pro operario); y,

• Principio de inmediatez.

Por inmediatez entendemos que 
tanto el empleador como el traba-
jador deben comunicarse –sin ma-
yor intervalo de tiempo– los ac-
tos que impliquen violación de 
sus derechos u obligaciones labo-
rales; por lo que configuran actos 
de hostilidad, faltas disciplinarias 
o causas justas de despido. De no 
efectuarse dicha comunicación, o 
de efectuarse de manera extempo-
ránea, debe suponerse que se ha 
producido el olvido de los hechos 
ocurridos, resultando inválidos 
para servir de reclamo o sanción 
–según el caso– y tardía cualquier 
imputación posterior(3). En otras 
palabras, tanto el trabajador y el 
empleador pueden reclamarse mu-
tuamente los hechos que les perju-
dican, mas tal comunicación debe 
efectuarse dentro del más breve 
plazo; caso contrario, se supone 
que ambos han consentido en tales 
hechos, por lo que ellos no pueden 
ser invocados para sustentar cual-
quier reclamo posterior.

Este principio está asociado a la 
potestad disciplinaria del emplea-
dor, consagrado expresamente en 
las normas que regulan el proce-
dimiento de despido, aunque tam-
bién es de aplicación en la impo-
sición de sanciones disciplinarias 
menores. En la doctrina nacional, 
Tulio Obregón Sevillano expre-
sa que el principio de inmediatez 
auspicia la rápida reacción del em-
pleador para sancionar una falta, 
ya que el silencio o inactividad por 
un largo periodo lleva más bien a 
la presunción del perdón u olvi-
do de la misma; agregando que la 
inmediatez resguarda la identifi-
cación y responsabilidad del au-
tor de la infracción, por lo que 
se cuenta a partir del agotamien-
to de la investigación respectiva, 
si no es constatada con flagrancia 
evidente(4).

En nuestra legislación, el princi-
pio de inmediatez ha sido regula-
do en el artículo 31 del Texto Único 
Ordenado del Decreto Legislati-
vo Nº 728, Ley de Productividad y 
Competitividad Laboral (aprobado 
por Decreto Supremo Nº 003-97-
TR) que establece lo siguiente:

- El empleador no podrá despe-
dir por causa relacionada con la 
conducta o con la capacidad del 
trabajador.

- Sin antes otorgarle por escrito 
un plazo razonable no menor de 
seis días naturales para que pue-
da defenderse por escrito de los 
cargos que se le formulare.

- Salvo aquellos casos de falta 
grave flagrante en que no resul-
te razonable tal posibilidad o de 
treinta días naturales para que 
demuestre su capacidad o corri-
ja su deficiencia.

- Mientras dure el trámite previo 
vinculado al despido por cau-
sa relacionada con la conduc-
ta del trabajador, el empleador 

(2) Los principios mencionados no son los únicos dentro del Derecho Laboral. En la doctrina nacional podemos 
encontrar que algunos autores nacionales concuerdan que existe un númerus apertus de principios en mate-
ria laboral, como por ejemplo, el principio de derechos adquiridos, principio de los hechos cumplidos (prin-
cipios que los conocemos como teorías), principio de buena fe laboral, principio de la reversión de la carga 
de la prueba, principio de laboralidad, etc.

(3) Defi nición tomada de la Casación Nº 494-97-Lima.
(4) OBREGON SEVILLANO, Tulio. “Jurisprudencia del TC sobre el Principio de Inmediatez”. En: Revista Ac-

tualidad Empresarial. Nº 196, Primera quincena, Lima, diciembre de 2009, VI-1.
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El proceso de 
cognición está 
conformado por todos 
los hechos que ocurren 
una vez cometida la 
falta por el trabajador, 
hasta que la misma 
es comunicada a los 
órganos de control 
y de dirección 
competentes, para 
decidir el inicio 
del procedimiento 
disciplinario.

puede exonerarlo de su obliga-
ción de asistir al centro de tra-
bajo, siempre que ello no per-
judique su derecho de defensa 
y se le abone la remuneración 
y demás derechos y beneficios 
que pudieran corresponderle. La 
exoneración debe constar por 
escrito.

- Tanto en el caso contemplado 
en el artículo 31, como en el 
contemplado en el artículo 32, 
debe observarse el principio de 
inmediatez.

2.  Contenido del principio de in-
mediatez: proceso cognitivo y 
proceso volitivo

Ahora bien, en este punto, to-
mamos en cuenta el criterio ju-
risprudencial del Tribunal Cons-
titucional, que también se ha 
pronunciado sobre el principio de 
inmediatez, definiendo el conteni-
do del principio de inmediatez en 
dos etapas:

a) La primera etapa consiste en el 
proceso de cognición(5), el cual 
está conformado por todos los 
hechos que ocurren después de 
la comisión de la falta por el tra-
bajador, o en la comisión de la 
infracción administrativa en los 
casos de los servidores públi-
cos, lo que significa:

- Primero: tomar conocimien-
to de la falta o de la infrac-
ción, sea a raíz de una acción 
propia –a través de los órga-
nos que dispone la empresa 
(también los órganos facul-
tados para la fase instructi-
va del procedimiento admi-
nistrativo disciplinario)– o 
a raíz de una intervención 
de terceros, como clientes, 
proveedores, autoridades y 
denuncias de los adminis-
trados, que estos formulen 
ante las autoridades con-
tra los servidores públi-
cos que cometen infraccio-
nes administrativas o faltas 
disciplinarias.

- Segundo: debe calificarse la 
conducta descubierta como 
una infracción tipificada por 
la ley(6), susceptible de ser 
sancionada.

- Tercero: debe comunicarse 
a los órganos de control y de 
dirección de la empleadora 
(Estado-Empleador), que re-
presentan la instancia facul-
tada para tomar decisiones; 
dado que, mientras el cono-
cimiento de la falta perma-
nezca en los niveles subal-
ternos, no produce ningún 
efecto para el cómputo de 
cualquier término que recai-
ga bajo la responsabilidad de 
la empresa o de la Entidad.

b) El proceso volitivo, el cual está 
referido a la activación de los 
mecanismos decisorios del em-
pleador para configurar la vo-
luntad del despido, o para impo-
ner sanciones menores al despido 
(como suspensión sin goce de ha-
ber o amonestación escrita), ya 
que representa un acto unilateral 
de voluntad manifiesta o presun-
ta del patrono o de la entidad.

 El inicio de este proceso está 
dado por la evaluación de la 
gravedad de la falta o infracción 
disciplinaria, por las repercusio-
nes que causan al nivel de pro-
ductividad, las relaciones labo-
rales existentes en la empresa 
y los deberes de los servidores 
públicos; así como por el exa-
men de los antecedentes del 

trabajador infractor y la conduc-
ta que ha venido teniendo en el 
centro de trabajo, para estable-
cer si excedió los márgenes de 
confianza depositados en él.

 Esta segunda etapa está dada 
por la toma de decisión, la cual 
depende de la complejidad que 
tenga la organización empresa-
rial: mientras mayor sea esta, 
más numerosas serán las instan-
cias que intervengan en la deci-
sión; por el contrario, mientras 
más simple sea –como el caso 
del empresario individual que 
dirija su propia pequeña empre-
sa–, bastará con su sola deci-
sión, la que podrá ser adoptada 
en el más breve plazo.

Como vemos, verificar si se ha 
cumplido el principio de inme-
diatez implica apreciar si el tiem-
po transcurrido –desde el cono-
cimiento de la falta o infracción 
disciplinaria, hasta la imposición 
de la sanción, como resultado del 
procedimiento seguido– ha ex-
cedido o no de un plazo razona-
ble; atendiendo a que una de las 
consecuencias de la aplicación 
de este principio, es el perdón u 
olvido por parte del empleador 
(Estado-Empleador).

IV.  EL PRINCIPIO DE 
INMEDIATEZ EN LOS 
REGÍMENES LABORALES 
DEL SECTOR PÚBLICO

1. En el régimen laboral de la 
actividad privada

Una vez definido el principio de 
inmediatez, tanto en su significa-
do como en su contenido, haremos 
referencia –en primer término– a 
cómo se presenta en la Administra-
ción Pública, respecto de los servi-
dores públicos bajo el régimen de 
la actividad privada.

En este punto, cabe plantear-
se la interrogante: ¿cómo se apli-
ca el principio de inmediatez en 

(5) Criterio recaído en el Exp. Nº 00543-2007-PA/TC, fundamento séptimo.
(6) Las faltas disciplinarias en que pueden incurrir los servidores públicos debe estar plenamente identifi cadas 

en la ley, reglamento o reglamento interno de trabajo de la entidad; dado que, al imputar una falta que no se 
encuentra en los dispositivos legales anteriormente citados, se estaría vulnerando el derecho al debido pro-
cedimiento administrativo. Para mayores detalles, véase MORÓN URBINA, Juan Carlos. Comentarios a la 
Ley del Procedimiento Administrativo General. 9ª edición, Gaceta Jurídica, Lima, 2011, p. 66.
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la Administración Pública? Al 
respecto, debe tenerse presente 
que la Resolución de Sala Plena 
Nº 003-2010-SERVIR/TSC(7), 
adoptada por los vocales titulares 
y alternos de la Primera Sala del 
Tribunal del Servicio Civil, se pro-
nuncia acerca de la aplicación del 
principio de inmediatez en la Ad-
ministración Pública (entiéndase 
que solo respecto de los servidores 
públicos sujetos al régimen labo-
ral de la actividad privada), ya que 
el Estado-Empleador actúa bajo 
el ejercicio de su facultad disci-
plinaria, al direccionar la labor de 
sus trabajadores, reglamentar sus 
funciones y controlar o corregir su 
conducta; sobre la base de lo esta-
blecido por el artículo 9 del Texto 
Único Ordenado del Decreto Le-
gislativo Nº 728, Ley de Producti-
vidad y Competitividad Laboral(8). 
De acuerdo con dicha Resolución, 
las entidades de la Administración 
Pública se encuentran facultadas 
para la aplicación de dicho prin-
cipio, ante la comisión de una in-
fracción administrativa suscep-
tible de sanción (amonestación, 
suspensión o incluso destitución 
o despido), como consecuencia de 
un procedimiento administrativo 
sancionador; actuando bajo la ce-
leridad que requiera cada caso en 
particular.

2. En los demás regímenes la-
borales del sector públi-
co, ¿se aplica el principio de 
inmediatez?

Para los regímenes estatutarios(9), 
si bien es cierto que cuentan con 
sus propias instituciones de proce-
dimientos administrativos sancio-
nadores, el Tribunal del Servicio 
Civil –en la Resolución antes ci-
tada– solo ha mencionado que el 
principio de inmediatez constituye 
una pauta orientadora para el ejer-
cicio de la potestad disciplinaria 
del Estado; potestad que se debe 
ejercer con diligencia, cumplien-
do los plazos legales para emitir las 
sanciones.

Teniendo en cuenta lo expuesto 
en el párrafo anterior somos de la 
idea que, en los regímenes estatu-
tarios, el principio de inmediatez 
sólo constituye un mecanismo de 
ayuda, a ser tenido en cuenta res-
pecto de los plazos para sancionar, 

establecidos en las respectivas nor-
mas legales de los regímenes esta-
tutarios, mas no de una aplicación 
directa de dicho principio.

En consecuencia, los servidores 
públicos sujetos al Régimen La-
boral de la Carrera Administrati-
va (Decreto Legislativo Nº 276), 
Contratación Administrativa de 
Servicios (CAS, Decreto Legisla-
tivo Nº 1057) y a la Ley del Ser-
vicio Civil (Ley Nº 30057), ten-
drán que recurrir a la prescripción 
extintiva, para cuestionar el ex-
ceso del plazo transcurrido desde 
el conocimiento de la infracción 

administrativa, hasta el inicio del 
procedimiento administrativo dis-
ciplinario, así como la medida im-
puesta por la entidad; cuestionan-
do así, la oportunidad del ejercicio 
de la potestad disciplinaria por par-
te del Estado-Empleador.

V.  ANÁLISIS DE LOS 
CRITERIOS ESTABLECIDOS 
POR EL TRIBUNAL DEL 
SERVICIO CIVIL

En el caso concreto, apreciamos 
que desde el 26 de abril de 2012 
(fecha en que la entidad tomó co-
nocimiento de la infracción dis-
ciplinaria, mediante el Informe 
Nº 01-2012-NCPP-B-CSJAM-PJ/
ACS) y el 3 de julio de 2012, fe-
cha en que se emitió la Resolución 
Nº 1 (en virtud de la cual se instau-
ró el procedimiento administrativo 
a la apelante, imputándole la comi-
sión de la falta disciplinaria, y con-
cediéndole el plazo de 6 días para 
presentar sus descargos), excede el 
plazo razonable que tenía la entidad 
para determinar el inicio o no de un 
procedimiento interno de investi-
gación; dado que habían transcu-
rrido más de dos meses, todos ellos 
dentro del proceso cognitivo. Es en 
ese estado en el cual se aprecia un 

(7) Resolución que publicada en el diario ofi cial El Peruano, el 17 de agosto de 2010. Dicha Resolución consti-
tuye precedente de observancia obligatoria, tal cual lo establece el artículo VI del Título Preliminar de la Ley 
Nº 27444, que dispone lo siguiente:

 Ley Nº 27444 - Título Preliminar
 Artículo VI.- Precedentes administrativos

1.  Los actos administrativos que al resolver casos particulares interpreten de modo expreso y con carácter 
general el sentido de la legislación, constituirán precedentes administrativos de observancia obligatoria 
por la entidad, mientras dicha interpretación no sea modifi cada. Dichos actos serán publicados confor-
me a las reglas establecidas en la presente norma.

2.  Los criterios interpretativos establecidos por las entidades, podrán ser modifi cados si se considera que 
no es correcta la interpretación anterior o es contraria al interés general. La nueva interpretación no po-
drá aplicarse a situaciones anteriores, salvo que fuere más favorable a los administrados.

3.  En todo caso, la sola modifi cación de los criterios no faculta a la revisión de ofi cio en sede administra-
tiva de los actos fi rmes.

(8) Texto Único Ordenado del Decreto Legislativo Nº 728, Ley de Productividad y Competitividad Laboral - 
Decreto Supremo Nº 003-97-TR

 “Artículo 9.- Por la subordinación, el trabajador presta sus servicios bajo dirección de su empleador, el cual 
tiene facultades para normar reglamentariamente las labores, dictar las órdenes necesarias para la ejecución 
de las mismas, y sancionar disciplinariamente, dentro de los límites de la razonabilidad, cualquier infracción 
o incumplimiento de las obligaciones a cargo del trabajador.

 El empleador está facultado para introducir cambios o modifi car turnos, días u horas de trabajo, así como la 
forma y modalidad de la prestación de las labores, dentro de criterios de razonabilidad y teniendo en cuenta 
las necesidades del centro de trabajo (…)”.

(9) En la doctrina comparada del Derecho Administrativo, se habla del concepto del Derecho Estatutario, el mis-
mo que signifi ca que los regímenes laborales especiales (en nuestra legislación encontramos la Carrera Ad-
ministrativa del Decreto Legislativo Nº 276, el Régimen de Contratación Administrativa de Servicios –CAS– 
del Decreto Legislativo Nº 1057 y el nuevo Régimen del Servicio Civil, Ley Nº 30057), contienen derechos 
de naturaleza laboral, pero su esencia es básicamente administrativa, por lo que las consecuencias son dos: 
1) el Estado-Empleador no pierde su naturaleza estatal, y por tanto no puede autorizar o disponer derechos 
más allá de lo que la ley le permite, por lo que se impide que los servidores públicos negocien derechos o 
benefi cios que no se encuentran en su régimen; y, 2) las decisiones del empleador estatal constituyen actos 
administrativos, por el cual producen efectos jurídicos sobre los intereses, derechos u obligaciones de los 
servidores dentro de una situación concreta, pudiendo estos cuestionar las decisiones vía los recursos admi-
nistrativos o ante el Poder Judicial, a través de la acción vía contencioso-administrativa. Nuestro Tribunal 
Constitucional reconoce el Derecho Estatutario, en el Expediente Nº 00002-2010-PI/TC, al validar la cons-
titucionalidad del CAS, ya que en su fundamento 19, el Tribunal Constitucional concluyó que el régimen 
del CAS tiene las características de un contrato de trabajo, y no de un contrato administrativo, en la medi-
da en que prevé aspectos tales como la determinación de la jornada de trabajo, así como los descansos se-
manales y anuales.

El proceso volitivo 
está dado por la 
toma de decisión 
del empleador, para 
imponer sanción, 
en virtud de la falta 
cometida; como 
resultado de evaluar 
su gravedad, las 
repercusiones 
que causa y los 
antecedentes del 
trabajador infractor.
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tiempo excesivo para determinar la 
autoría de la infracción, debido a la 
inacción por parte los órganos ad-
ministrativos de la entidad, dejando 
transcurrir el tiempo.

En cuanto al proceso de volición, el 
14 de setiembre de 2012 (fecha en 
la cual la apelante presentó sus des-
cargos) hasta el 24 del mismo mes 
y año (fecha en que la Entidad expi-
dió la Resolución Nº 2, por la cual 
le impone la sanción de amones-
tación escrita), transcurrieron diez 
(10) días, por lo que –en este pun-
to– no puede decirse que la entidad 
excedió el tiempo prudencial que 
tenía para imponer la medida disci-
plinaria a la apelante.

Lo expuesto hasta ahora, se puede 
sintetizar en el gráfico Nº 1(10). 

De acuerdo con el gráfico anterior, 
se aprecia que –en el caso bajo aná-
lisis– es en el proceso cognitivo en 
el cual se produce la demora de la 
entidad para instaurar el procedi-
miento administrativo disciplina-
rio contra la apelante; circunstan-
cia que constituye la vulneración 
del principio de inmediatez en la 
dimensión cognitiva, dado que se 
excedió un plazo razonable para 
realizar todas las investigaciones 
posibles previas a la activación de 
los mecanismos de sanción. En 
cambio, en el proceso volutivo, 
la entidad sí actuó diligentemente 
para sancionar a la apelante.

Este punto llama la atención, ya 
que por lo general la mayoría de 
servidores públicos cuestionan las 
decisiones de sus entidades por la 
vulneración del principio de inme-
diatez que se produce en la fase vo-
lutiva; debido al excesivo tiempo 
que transcurre entre el inicio del 
procedimiento administrativo san-
cionador y la fecha en la que fi-
nalmente se impone la sanción. En 
cambio, en el caso bajo estudio, la 
cuestión controvertida surge por el 
excesivo tiempo transcurrido entre 
el conocimiento de los hechos (pro-
ceso de cognición), hasta el inicio 
del procedimiento administrativo.

En consecuencia, las entidades de-
ben tener mayor diligencia al mo-
mento de realizar todas las inves-
tigaciones que sean necesarias 
respecto de la comisión de una po-
sible falta disciplinaria, por parte 

de un trabajador; con la finalidad 
de efectuarlas en el menor tiempo 
posible y, sobretodo, brindando la 
información necesaria para que el 
empleado público imputado ten-
ga pleno conocimiento de su situa-
ción, tal cual lo prevé el principio 
de predictibilidad(11).

VI. CONCLUSIONES

Para finalizar este trabajo, debe-
mos expresar que el cumplimiento 
del principio de inmediatez es esen-
cial para tanto el trabajador como 
para el empleador, ya que los actos 
que trasgredan sus derechos u obli-
gaciones laborales –según el caso– 
deben de comunicarse sin el mayor 
intervalo de tiempo; por lo que de-
jar transcurrir un tiempo excesivo 
implica la inobservancia de dicho 
principio, lo que tiene por efecto 
la condonación u olvido de la fal-
ta grave (o leve), así como la deci-
sión tácita del empleador de mante-
ner vigente el vínculo laboral

Además, debe mencionarse que el 
cumplimiento del principio de in-
mediatez debe apreciarse en dos 
momentos: el proceso cognitivo y 
el proceso volitivo.

En cuanto a la aplicación del prin-
cipio de inmediatez en la Admi-
nistración Pública, su aplicación 
procede tratándose de empleados 
públicos sujetos al régimen laboral 

de la actividad privada. Respecto 
de los demás empleados públicos, 
el principio de inmediatez actúa so-
lamente como pauta orientadora 
para el ejercicio de la potestad dis-
ciplinaria del Estado-Empleador, 
y no de su aplicación directa; por 
lo que dichos empleados públicos 
deben invocar la prescripción ex-
tintiva, para cuestionar el excesivo 
retraso con que se les pretenda im-
poner sanciones.

Asimismo, en el caso al que se re-
fiere la Resolución Nº 00231-
2015-SERVIR/TSC-Segunda Sala, 
podemos colegir que el principio 
de inmediatez se ha vulnerado en 
su dimensión cognitiva (es decir, 
cuando el Estado-Empleador cono-
ce de la presunta infracción admi-
nistrativa), a pesar que por lo gene-
ral los cuestionamientos se refiere 
a retrasos en la etapa volitiva (fase 
que comprende desde el inicio del 
procedimiento administrativo hasta 
la imposición de la sanción).

En consecuencia, las entidades de-
ben tener mayor diligencia para 
efectuar las investigaciones que 
sean necesarias sobre la comisión 
de una posible falta disciplina-
ria por parte de un trabajador, para 
realizarlas en el menor tiempo po-
sible; sin perjuicio de brindar al 
empleado público imputado la in-
formación que sea necesaria, para 
que tenga pleno conocimiento de su 
situación.

(10) Gráfi co que se encuentra en el fundamento 24 de la Resolución que comentamos.
(11) Ley Nº 27444 - Título Preliminar
 “Artículo IV.- Principios del procedimiento administrativo

1.  El procedimiento administrativo se sustenta fundamentalmente en los siguientes principios, sin perjui-
cio de la vigencia de otros principios generales del Derecho Administrativo:
1.15. Principio de predictibilidad.- La autoridad administrativa deberá brindar a los administrados o 

sus representantes información veraz, completa y confi able sobre cada trámite, de modo tal que 
a su inicio, el administrado pueda tener una conciencia bastante certera de cuál será el resulta-
do fi nal que se obtendrá”.
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